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Exp. 150/2021-3 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 150/2021/3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE COMERCIO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADA:

LICENCIADA HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADO JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO

San Luis Potosí, San Luis Potosí, once de noviembre de dos mil veintiuno.
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 150/2021/3, promovido por **********, por conducto de su representante legal Sebastián **********, en contra de la autoridad demandada la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el once de marzo de dos mil veintiuno, **********en su carácter de representante legal de la moral denominada **********, promovió Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada a la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por lo siguiente:

“RESOLUCIÓN IMPUGNADA

a) El Acto Administrativo contenido en el documento determinante de fecha 05 de septiembre del 2020, mediante el cual la autoridad demandada impone una multa a la compareciente...”

II.- Por acuerdo de veintiséis de marzo de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correr el traslado correspondiente a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días hábiles contestara lo que a su derecho conviniera, y se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda.
III.- Mediante proveído de fecha dos de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo a la autoridad por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondiera; se admitieron las pruebas de las partes y fue señalada fecha y hora para que tuviere verificativo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.- Siendo las 10:00 diez horas del veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, se llevó a cabo la audiencia final, sin asistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos. Asimismo tuvo por desahogadas las pruebas de las partes, ofrecidas en tiempo, dada su propia y especial naturaleza; hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta que no se formularon estos por ninguna de las partes; con lo anterior se dio por concluida la audiencia y se citó para resolver en definitiva.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y V, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La legitimación en el proceso de la parte actora se encuentra plenamente acreditada, ya que impugna en el presente juicio la determinación de multa por veinte unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, la cual obra agregada en original a foja 25 a 28 de autos, por la que se establece una sanción y se tiene al demandante con el carácter de infractor, de ahí que resulta innegable que la moral accionante cuenta con legitimación para demandar dicho acto en el presente juicio, pues en el caso la sanción correspondiente le genera un agravio directo en su patrimonio personal, aunado a que el representante legal de la moral actora acreditó su personalidad en términos de lo previsto por el numeral 219 segundo párrafo del Código procesal Administrativo, con el documento visible a fojas 11 a la 23  de autos.

La documentales referidas en supralíneas gozan de valor probatorio  pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por lo que hace a la personalidad de quien comparece como autoridad demandada en el presente juicio se encuentra acreditada con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, la cual obra agregada a foja 51 de autos, misma que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La existencia del acto impugnado en el presente procedimiento se encuentra acreditada con la exhibición por parte del accionante con la original de la determinación de multa por veinte unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, la cual obra agregada en original a foja 25 a 28 de autos, documental que goza de valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, en relación con el diverso 91, ambos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En virtud de lo anterior, la litis planteada en el presente Juicio Contencioso Administrativo consiste en analizar y como consecuencia determinar la legalidad o ilegalidad del acto administrativo referido en el párrafo precedente.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio, y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

La autoridad demandada hace valer causales de improcedencia que establecen las fracciones II y VII del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentado que el actor no demuestra tener interés jurídico para promover el presente juicio de nulidad en contra de la resolución que señala, ya que la sanción impuesta corresponde a una medida respecto de una actividad reglamentada, de la cual solo se demuestra el interés jurídico mediante la exhibición de la licencia de funcionamiento respectivo.
A juicio de esta Sala Unitaria la causa de improcedencia alegada resulta infundada, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

Primeramente, cabe precisar que en efecto, en  términos de lo dispuesto por el citado artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico exhibiendo la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso correspondiente.

Respecto al tema que nos ocupa;  la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que cuando el particular acude a juicio sin contar o exhibir alguno de los mencionados documentos que acredite tal interés; en caso de que además de la orden y los actos del procedimiento respectivo, se controvierta la sanción impuesta, el Tribunal únicamente deberá ceñirse al estudio de la legalidad de esa sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y el consecuente procedimiento administrativo, tal como se estableció en la jurisprudencia, difundida en la página 268 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero del 2010, materia administrativa, con número de registro 165594, que textualmente dice lo siguiente:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.” 
Por consiguiente, conforme al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada; de manera tal que, cuando el particular no cuente y/o no exhiba dicha autorización, permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. 

En esa tesitura, en el caso que nos ocupa se tiene que si bien es cierto, la parte actora no acreditó contar con la licencia municipal de funcionamiento a que se refiere la autoridad demandada en términos del artículo 52, fracción II del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada; también lo es que al haber controvertido en esta vía jurisdiccional, la resolución definitiva precisada en el Considerando Tercero, de esta sentencia, mediante la cual la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, impuso a la persona moral demandante, una multa por la cantidad total de 20 veinte unidades de medida y actualización; es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad, no habría impedimento legal para que esta Sala Unitaria analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta, debiendo ceñirse al estudio de la multa, conforme a los conceptos o argumentos encaminados a combatirla.
Por tanto, si lo único que es motivo de análisis en el fondo de esta controversia se constituye por la resolución ya precisada en el Considerando Tercero, de esta sentencia en la parte relativa a la imposición de la sanción en ella establecida a la persona moral actora y, no aquellos elementos ajenos o distintos a ella, como lo son; las Órdenes de Visita e Inspección, las Actas de Verificación Circunstanciadas, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador que antecedieron a la resolución impugnada, es por lo que se sostiene la existencia del interés jurídico para demandar por parte de la moral compareciente, de ahí que esta Sala Unitaria únicamente examinará los conceptos de impugnación formulados en contra de la citada resolución.
En ese tenor, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia; sin embargo, no encontró ninguna que hace valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por el actor.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que planteó la parte actora en su escrito inicial de demanda se localizan de la foja 02 a 09 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.

Al respecto, es aplicable de manera análoga la Tesis de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: 

Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.

SEXTO.- El primer concepto de impugnación es fundado y suficiente para determinar la ilegalidad del acto controvertido.

En el primer motivo de disenso, la moral actora arguye medularmente que el acto impugnado adolece de una debida fundamentación y motivación en cuanto a la competencia de la autoridad emisora de la sanción, ya que en el acto impugnado o existe el mínimo indicio de fundamento alguno que establezca la competencia material por territorio y grado con la cual sustente su acto de autoridad, por lo que se advierte que no funda su competencia; pues de los numerales invocados en la resolución impugnada, concretamente los numerales 9º del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí y 163 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, no se cita la fracción que en particular, determine que el director de comercio tiene facultades para revisar, determinar e imponer sanciones de la materia.

Por su parte la autoridad demandada sostiene la legalidad del acto controvertido sosteniendo en esencia que la actividad que realiza la actora es una actividad normada que requiere de una autorización municipal para llevarse a cabo y que el acto impugnado cumple con los requisitos de fundamentación y motivación.

Como se anticipó, los argumentos de la parte actora resultan esencialmente fundados y suficientes para determinar la ilegalidad del acto controvertido conforme a las siguientes consideraciones de hecho y de derecho:
En primer término la suscrita Magistrada estima que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que la determinación de multa por 20 veinte unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, omitió fundar su competencia para determinar la sanción que impuso en dicha resolución, sanción de la cual se duele la inconforme.
La garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo en consecuencia un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto que, ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

Los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo conducente establecen:

“Artículo 14. (…)

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho…”

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento…”

Por su parte, las fracciones I, IV y V del artículo 164, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicables al acto impugnado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 163 del mencionado Código Procesal, señalan lo siguiente:

“Artículo 164.- Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

(…)

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado…”

De lo dispuesto en los numerales antes transcritos, se desprende que todo acto administrativo requiere de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber:

· Que provenga de autoridad competente.

· Que se exprese por escrito.

· Que en los documentos que los contengan se exprese, funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Ahora bien, respecto del primero de los requisitos enunciados, esto es, que el acto de molestia provenga de autoridad competente, debe recordarse que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto que la esencia del  artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica la obligación para la autoridad administrativa que emite un acto de molestia, de citar de manera clara, suficiente y precisa las normas legales que le facultan para su actuación, ya que sólo de esta manera se otorga certeza y seguridad jurídica a los particulares frente a los actos de las autoridades que pudieran lesionar su interés jurídico.

En ese tenor, la fundamentación adecuada de la competencia consiste en citar las disposiciones legales que le conceden atribuciones a una autoridad para emitir un acto de molestia, ello con el fin de brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses, ya que de permitirse lo contrario, esto es, de eximir a la autoridad del deber de fundar con suficiencia su competencia, se privaría al afectado de un elemento que puede resultar esencial para impugnar el acto de autoridad, dado que desconocería la norma legal que faculta a la misma para emitir el acto de molestia que considera afecta su esfera jurídica.

Así las cosas, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado.

En este tenor, es dable concluir que para estimar satisfecho el principio constitucional de debida fundamentación, que consagra el artículo 16 constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa en el acto de molestia, es necesario que en el documento que lo contenga, se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribirse el apartado específico en donde se otorguen dichas atribuciones para actuar; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que aquél ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en el principio constitucional en cuestión, ninguna clase de ambigüedad, puesto que la finalidad de la misma, esencialmente, consiste en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

Cobra aplicación la Jurisprudencia P./J. 10/94, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Octava 

Registro: 205463 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Núm. 77, Mayo de 1994 

Materia(s): Común 

Tesis: P./J. 10/94 

Página: 12 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”

Contradicción de tesis 29/90. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal (en la actualidad Primero) Colegiado del Décimo Tercer Circuito. 17 de junio de 1992. Unanimidad de dieciocho votos. Ponente: Carlos de Silva Nava. Secretario: Jorge D. Guzmán González.

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el martes diecinueve de abril en curso, por unanimidad de dieciséis votos de los señores Ministros Presidente Ulises Schmill Ordóñez, Carlos de Silva Nava, Miguel Angel García Domínguez, Carlos Sempé Minvielle, Felipe López Contreras, Luis Fernández Doblado, Victoria Adato Green, Samuel Alba Leyva, Ignacio Moisés Cal y Mayor Gutiérrez, Clementina Gil de Lester, José Manuel Villagordoa Lozano, Fausta Moreno Flores, Carlos García Vázquez, Mariano Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero y Sergio Hugo Chapital Gutiérrez: aprobó, con el número 10/1994, la tesis de jurisprudencia que antecede. El señor Ministro Miguel Angel García Domínguez integró el Pleno en términos de lo dispuesto en el artículo tercero de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y en virtud del Acuerdo Plenario de cinco de abril del año en curso. Ausentes: Noé Castañón León, Atanasio González Martínez, José Antonio Llanos Duarte e Ignacio Magaña Cárdenas. México, Distrito Federal, a veintidós de abril de mil novecientos noventa y cuatro.

Asimismo, sirve de sustento a lo anterior, la Jurisprudencia 115/2005, emitida con motivo de la contradicción de tesis 114/2005-SS, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en fecha nueve de septiembre de dos mil cinco, misma que establece que el mandamiento escrito en el cual se contiene el acto de molestia a los particulares, debe fundarse en el precepto legal que les otorgue la atribución ejercida, citando el apartado, fracción, inciso o subinciso, y en caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente.

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.- De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.”, así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

En el caso tiene aplicación también la Jurisprudencia 2º/J.57/2001, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 31, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de noviembre del 2001, la cual textualmente señala:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISION EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCION EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCION, INCISO Y SUBINCISO.- De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD." así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afectan o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.” 

Así las cosas, en términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el diverso 164, fracciones I, IV y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia y privación que invada la esfera jurídica de los gobernados debe reunir, entre otros requisitos, el de ser emitido por autoridad competente, la cual deberá señalar las disposiciones legales, acuerdos o decretos, en que apoya su actuación y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribir el apartado específico, en su caso, que contemplen su existencia y le otorguen atribuciones para actuar, así como las disposiciones legales que comprendan el ámbito, espacio o jurisdicción territorial en que pueda ejercer esas facultades, a fin de que el particular esté en posibilidad de constatar si quien le molesta se encuentra o no facultado para ello.

Ahora bien, en el expediente del juicio en que se actúa, obra en original, determinación de multa por veinte unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí misma que fue exhibida por el demandante y hecha suya por la autoridad demandada, documental que goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la que en la parte que interesa se reproduce a continuación:
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CONSIDERANDO:

PRIMERO.-Esta Direccién de Comercio Municipal es competente para conocer y resolver el presente
asunto, conforme a las facultades que detenta y devienen de lo dispuesto por los Articulos 14, 16 y
115 de la Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos, 114 de la Constitucion Politica del
Estado de San Luis Potosi, 31 inciso c) fraccion XVIII, 70 Fraccion | y XXI y 168 de la Ley Orgénica del
Municipio Libre del Estado de San Luis Potosi, 32 fraccién VIl y VIII, 4 fraccién I, V. y Vil y 9 del
Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestacion de Servicios
en el Municipio Libre de San Luis Potosi y 133 Fraccion I, 160 y 163del Reglamento Interno del
Municipio Libre de San Luis Potosi.




De la revisión exhaustiva por esta Juzgadora a la resolución impugnada, se desprende que el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, estableció como sanción “LA IMPOSICIÓN DE UNA MULTA DE 20 UNIDADES DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN, al propietario y/o representante legal y/o titular de la negociación ubicado en el inmueble de la calle **********”; sin embargo, de dicha resolución fechada el cinco de septiembre de dos mil veinte, como bien lo aduce el impetrante, se encuentra indebidamente fundamentada la competencia de la autoridad emisora de la sanción, pues si bien la demandada hizo alusión a diversos dispositivos legales, también es cierto que por lo que hace a los diversos numerales 9º del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí y 163 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, no precisó la fracción en la cual descansaban sus atribuciones para imponer la sanción a la aquí moral actora.
En efecto, los numerales precisados en el párrafo anterior disponen:

“ARTÍCULO 9º.- Son facultades y obligaciones del Director de Comercio, las siguientes:

I.- Dirigir la prestación de servicios públicos normados por este Reglamento, delegando al efecto en sus subordinados aquellas de sus facultades que sean necesarias para la correcta aplicación de los mismos. 
II.- Responder ante el Presidente Municipal y Cabildo de la correcta conducción y administración de la dirección a su cargo, así como de la efectiva coordinación entre el Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad, y el Departamento de Inspección General, igualmente entre estos y los demás órganos competentes de la Administración Municipal, respecto de las materias motivo de este Reglamento.
III.- Expedir las circulares, acuerdos y ordenes que le competan y se dicten en relación con las actividades comerciales, industriales y de prestación de servicios, así como lo relativo a la venta, consumo, distribución y suministro de bebidas alcohólicas de baja graduación, que se realicen en el Municipio Libre de San Luis Potosí,
IV.- Expedir las licencias y autorizaciones establecidas en el presente Reglamento; habiendo verificado preliminarmente el cumplimiento de los requisitos que marca el presente Ordenamiento y la demás normatividad aplicable. 

V.- Desahogar y resolver los procedimientos derivados de infracciones al presente Reglamento y demás normatividad relativa, aplicando al efecto las sanciones correspondientes; 

VI.- Vigilar el cumplimiento de las normas procesales y administrativas a las que se sujete, la emisión de las licencias que refiere el presente Reglamento, de acuerdo a la normatividad aplicable. 

VII.- Proponer modificaciones, reformas o adecuaciones al presente Reglamento; 

VIII.- Solicitar la intervención de las Autoridades correspondientes, cuando sea indispensable para dar cumplimiento a las disposiciones del este Reglamento. 

IX.- Conceder, modificar, expedir, negar, cancelar o revocar en los términos del presente Reglamento y demás normatividad aplicable, las autorizaciones relativas al funcionamiento de los establecimientos que ejerzan actividades comerciales, industriales y de prestación de servicios en el Municipio, así como las licencias para la venta, consumo, distribución y suministro de bebidas de bajo contenido alcohólico, previo pago de derechos por parte del interesado;
X.- Aplicar dentro de la demarcación del Municipio de San Luis Potosí, las disposiciones comprendidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, en lo que corresponde al Ayuntamiento de la Capital. Siendo responsable de sus acciones ante el Presidente y el propio Ayuntamiento. 

XI.- Aquellas otras que se deriven del texto de este Reglamento y demás normatividad relativa.”

“Artículo 163.- La Dirección General de Comercio tendrá a su cargo las atribuciones y facultades siguientes:

I. Integrar y actualizar permanentemente los padrones municipales de negocios establecidos, concesionarios y propietarios de puestos y locales en mercados, comerciantes y organizadores de espectáculos.

II. Realizar los trámites para expedir y renovar periódicamente la licencia de operación municipal a establecimientos comerciales, industriales y de servicios; así como otorgar los permisos para espectáculos públicos y comercio en la vía pública municipal.

III. Administrar la operación y mantenimiento de los mercados públicos municipales para garantizar el apego a ordenamientos municipales que los regulan y que cumplan el objeto para el que fueron destinados; así como promover su construcción en las zonas urbanas donde se requieran.

IV. Vigilar y regular que la operación del servicio que brindan las centrales de abasto, se sujete a las disposiciones municipales establecidas. 
V. Constatar el cumplimiento a los ordenamientos municipales que regulan las actividades comerciales, industriales y de servicios; así como los espectáculos públicos y operación de los mercados, mediante recorridos y visitas de inspección, y en su caso de ser procedente, elaborar las actas de infracción que procedan.

VI. Apoyar el ejercicio de la autoridad municipal para sancionar la violación a los ordenamientos citados en el párrafo anterior, aplicando las medidas cautelares y de garantía fiscal procedentes.

VII. Otorgar las licencias y permisos necesarios para la instalación y uso con vista a la vía pública de todo tipo de publicidad contemplada en los ordenamientos normativos de la materia y en general, regular dicha actividad.

VIII. Vincular acciones con diversas dependencias, cámaras y organizaciones comerciales para controlar y equilibrar adecuadamente los diversos sectores de la población dedicados al comercio, industria y servicios.

IX. Ejercer las demás atribuciones y facultades que en el ámbito de su competencia, le señalen las leyes, reglamentos e instrumentos legales y administrativos vigentes; así como aquéllas encomendadas expresamente por la Presidencia Municipal.

X. Ejercer originariamente el trámite y resolución de los asuntos de su competencia, y que para la mejor organización del trabajo, delegará cualquiera de sus funciones, excepto aquéllas que por disposición de ley, reglamento interno o acuerdo, deban ser ejercidos precisamente por el titular.”
(Énfasis propio)

Como puede verse de los numerales transcritos, es de la fracción V, del numeral 9º del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, de donde se obtiene la atribución del Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí para desahogar y resolver los procedimientos derivados de infracciones al dicho Reglamento, aplicando al efecto las sanciones correspondientes.

De igual modo, en la fracción V, del numeral 163 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, es donde se contiene la facultad del Director de Comercio para constatar el cumplimiento a los ordenamientos municipales que regulan las actividades comerciales, industriales y de servicios; así como los espectáculos públicos y operación de los mercados, mediante recorridos y visitas de inspección, y en su caso, elaborar las actas de infracción que procedan.

Bajo ese tenor, si con la mera referencia de los numerales 9º del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí y 163 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, la enjuiciada pretende cumplir con la obligación de fundar adecuadamente su competencia, es evidente que no satisface la obligación constitucional ya ampliamente analizada, pues no indicó de modo preciso, la fracción de los citados numerales en los que descansa la atribución ejercida, lo que de suyo es irregular dado que como se ha establecido, es necesario que en el documento que conste el acto impugnado se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; por tanto, los señalamientos hechos por la enjuiciada en la resolución impugnada, a juicio de esta Sala Unitaria resultan insuficientes para considerar colmado el requisito de debida fundamentación y fundamentación contenido en el artículo 16 Constitucional, en relación con el artículo 165 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por todo lo anterior, esta Sala concluye que el acto consistente en la determinación de multa por 20 veinte unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, fue emitido por una autoridad que no fundó su adecuadamente su competencia para sancionar a la actora; en consecuencia al estimarse que dicho acto se encuentra viciado de ilegalidad al incumplir con lo dispuesto en los artículos 164 fracciones I y V, y 165, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 250, fracciones I y II del citado Código; y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que procede declararlo ilegal de conformidad con lo establecido en el artículo 250 del mencionado Código Procesal.

En tales consideraciones, conforme a lo dispuesto en el artículo 251 del Código en cita se declara la nulidad lisa y llana de la mencionada determinación de multa por 20 veinte unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, dejándose sin efecto legal alguno, pues no se citaron adecuadamente los preceptos legales en que se sustentaran las facultades que ejerció.
Cobra aplicación a la anterior determinación por analogía, la jurisprudencia 99/2007, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, Junio del 2007, Pleno y Salas, cuyo rubro dice: 

“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA.- En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.”

Ahora bien, debe aclararse que la presente sentencia no tiene el alcance de permitir a la actora realizar actividades reguladas, en tanto que, el análisis y pronunciamiento realizado en el presente asunto únicamente se circunscribió a declarar la nulidad del acto impugnado (sanción).
En mérito de lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 7º fracción I, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos   228 y 229 a contrario sensu, 248, 249, 250 fracciones I y II,  y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer el presente juicio.
SEGUNDO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez del acto administrativo impugnado, consistente en la determinación de multa por 20 veinte unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha cinco de septiembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y en consecuencia se declara su NULIDAD LISA Y LLANA, dejándose sin efecto legal alguno, según los motivos y consideraciones expuestas en la parte final del Considerando Sexto de la presente Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese de manera personal a la parte actora y, mediante buzón electrónico a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
